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Al margen superior izquierdo un escudo del 
estado de Morelos que dice: “TIERRA Y LIBERTAD”. 
LA TIERRA VOLVERÁ A QUIENES LA TRABAJAN 
CON SUS MANOS.- y un logotipo que dice: 
MORELOS.- LA TIERRA QUE NOS UNE.- 
GOBIERNO DEL ESTADO 2024-2030. 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN, 
GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS A SUS 
HABITANTES SABED:  

La Quincuagésima Sexta Legislatura del 
Congreso del Estado Libre y Soberano de Morelos, en 
ejercicio de la facultad que le otorga la fracción II del 
artículo 40 de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Morelos, aprobó al tenor de lo 
siguiente: 

Los integrantes de la Comisión de Puntos 
Constitucionales y Legislación presentaron a 
consideración del Pleno, el dictamen con proyecto de 
Decreto POR EL QUE SE DEROGAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 
ESTADO DE MORELOS Y SE ADICIONA LA 
FRACCIÓN XXXII AL ARTÍCULO 37 DE LA LEY 
ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
MORELOS, en los siguientes términos: 

“ANTECEDENTES: 
1. En Sesión Ordinaria del Pleno de la LVI 

Legislatura, que tuvo verificativo el día 04 de diciembre 
2025, los Diputados Rafael Reyes Reyes, Isaac 
Pimentel Mejía y la Diputada Martha Melissa Montes 
de Oca Montoya, presentaron la iniciativa citada en el 
epígrafe del presente dictamen.   

2. En consecuencia, de lo anterior, el Diputado 
Isaac Pimente Mejía, presidente de la Mesa Directiva 
de la LVI Legislatura del Congreso del Estado de 
Morelos, ordenó el turno respectivo a la Diputada 
Martha Melissa Montes de Oca Montoya, presidenta 
de la Comisión de Puntos Constitucionales y 
Legislación, por medio del oficio número 
SSLyP/DPLyP/AÑO1/P.O.2/1269/25, para su análisis y 
dictamen correspondiente.  

3. En reunión extraordinaria de esta Comisión 
Legislativa llevada a cabo el día cuatro de diciembre 
de 2025 y existiendo el quórum legal establecido en la 
normatividad interna del Congreso del Estado, las 
diputadas y diputados integrantes de la misma, 
después de analizar y discutir la iniciativa de mérito y 
realizar la valoración respectiva aprobamos el 
dictamen en SENTIDO POSITIVO.  

II.- MATERIA DE LA INICIATIVA 
La iniciativa presentada por los Legisladores, 

Rafael Reyes Reyes, Isaac Pimentel Mejía y Martha 
Melissa Montes de Oca Montoya, tiene como objetivo 
la armonización del Delito de Extorsión a lo 
establecido en la Ley General para Prevenir, Investigar 
y Sancionar los Delitos en Materia de Extorsión, 
derogando la regulación del Delito de Extorsión en el 
Código Penal y no contravenir en lo dispuesto en la 
Len General. 

III.- CONTENIDO DE LA INICIATIVA 
La iniciativa presentada por los Legisladores, 

Rafael Reyes Reyes, Isaac Pimentel Mejía y Martha 
Melissa Montes de Oca Montoya, se fundamenta en la 
siguiente exposición de motivos: 

“El delito de extorsión constituye uno de los 
problemas de seguridad más graves, extendidos y 
sensibles que enfrenta México. Su impacto social no 
sólo se refleja en las cifras de incidencia, sino en la 
profunda afectación cotidiana a las familias, 
comerciantes, empresarios, transportistas y 
comunidad en general. 

La extorsión vulnera simultáneamente el 
patrimonio, la libertad y la tranquilidad de las 
personas, pues su esencia radica en doblegar la 
voluntad mediante el miedo o la intimidación. Esta 
conducta ha evolucionado en modalidades 
presenciales, telefónicas, digitales, ocupación de 
bienes (cobro de piso) y amenazas directas, 
replicadas por grupos delincuenciales en diversas 
regiones del país. 

Su carácter transversal y transfronterizo hace 
evidente que no puede enfrentarse con 32 definiciones 
legales distintas. La dispersión normativa que existía 
antes de la reforma constitucional generaba falta de 
homogeneidad en los elementos del tipo penal, 
desigualdad en las penas, dificultades para coordinar 
investigaciones entre entidades federativas, incentivos 
para que generadores de violencia operaran en 
estados con penalidades menores, así como, criterios 
judiciales divergentes para el mismo hecho delictivo. 

El Constituyente Permanente reformó 
recientemente la fracción XXI, inciso a), del artículo 73 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ampliando las materias en las que el 
Congreso de la Unión tiene facultad para expedir leyes 
generales que establezcan, como mínimo, los tipos 
penales y sus sanciones, incorporando expresamente 
el delito de extorsión dentro de ese catálogo. 

En consecuencia, el Congreso de la Unión 
expidió la Ley General para Prevenir, Investigar y 
Sancionar los Delitos en Materia de Extorsión, 
publicada el 28 de noviembre de 2025, la cual es de 
orden público, interés social y observancia general en 
todo el país. 

Esta Ley General establece, entre otras cosas, 
la distribución de competencias entre autoridades de 
los distintos órdenes de gobierno para la prevención, 
investigación y sanción del delito de extorsión; el tipo 
penal básico de extorsión, sus modalidades y 
agravantes, aplicables de manera uniforme en toda la 
República; las reglas de investigación, persecución y 
sanción de esta conducta; y los lineamientos de 
coordinación y colaboración entre Federación, 
entidades federativas y municipios. 

Esta nueva estructura jurídica implica 
necesariamente que los códigos penales estatales 
deben dejar de regular el delito de extorsión, evitando 
contradicciones y garantizando el respeto al principio 
de legalidad penal. 
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Ahora bien, los artículos transitorios del decreto 

federal establecen con claridad que toda referencia 

normativa al delito de extorsión se entenderá hecha a 

la Ley General, además, se derogan todas las 

disposiciones legales que se opongan al nuevo 

ordenamiento; sin dejar atrás que, en los 

procedimientos pendientes, se deberá aplicar la ley 

más benéfica para la persona imputada o sentenciada. 

Asimismo, la disposición Sexta Transitoria 

obliga a las entidades federativas a adecuar 

expresamente su legislación para hacerla compatible 

con la Ley General. 

Lo anterior, no obstante que el decreto federal 

ya prevé la prevalencia normativa del tipo penal 

general, ello no elimina el deber de las legislaturas 

locales de armonizar su marco jurídico, derogando los 

tipos penales estatales de extorsión que han quedado 

desplazados, y evitando un mosaico normativo que 

genere incertidumbre jurídica. 

Por su parte, en el Código Penal para el Estado 

de Morelos, la extorsión está regulada actualmente en 

el Capítulo IV del Título Cuarto, mediante los artículos 

146, 146 Bis y 146 Ter, que tipifican diversas 

modalidades del delito y sanciones agravadas. 

Estos tipos penales locales regulan el mismo 

fenómeno delictivo que la Ley General ya establece de 

manera integral: tipo básico, agravantes, conductas 

vinculadas, modalidades cometidas por personas 

servidoras públicas y delitos conexos. 

Por ello, mantener este Capítulo en vigor 

contravendría la nueva redacción del artículo 73 

constitucional, que faculta exclusivamente al Congreso 

de la Unión para definir el tipo penal de extorsión; 

asimismo, el principio de legalidad penal, al conservar 

dos tipos distintos para el mismo hecho delictivo y el 

principio de seguridad jurídica, al generar criterios 

dispares entre operadores del sistema de justicia. 

No debe pasar desapercibido que los 

transitorios de la Ley General, que establecen la 

derogación tácita de disposiciones contrarias, como lo 

son los artículos referidos del Código local. 

A manera de estudio, cabe señalar que el 

Congreso de Morelos ya enfrentó un escenario similar 

cuando, derivado de la Ley General en Materia de 

Delitos Electorales, se derogó la regulación penal 

estatal en dicha materia, estableciendo transitorios 

para garantizar la correcta transición normativa.  

Ese precedente confirma la necesidad de una 

armonización clara y ordenada. 

En ese orden de ideas, la Ley General y el 

establecimiento de un tipo penal único permiten 

certeza jurídica para víctimas y operadores del 

sistema penal; una correcta coordinación nacional 

entre fiscalías, policías y unidades de inteligencia; la 

homologación de criterios judiciales y de investigación; 

el fortalecimiento de la política criminal nacional; y la 

protección equitativa para las víctimas en cualquier 

entidad del país. 

Morelos enfrenta, al igual que muchas 

entidades, un crecimiento preocupante de denuncias y 

hechos relacionados con extorsión, particularmente en 

sectores productivos estratégicos, comercios locales, 

transporte y pequeñas empresas. Para muchas 

familias, la extorsión significa la pérdida del ingreso, el 

cierre de negocios, la migración forzada o la 

imposibilidad de vivir con tranquilidad en sus 

comunidades. 

Por ello, sumarse plenamente a la armonización 

nacional no sólo es un mandato constitucional, sino 

una exigencia social urgente. Dotar al estado de 

Morelos de un marco jurídico uniforme, coordinado y 

claro es fundamental para recuperar la seguridad y 

garantizar que ninguna persona sea víctima de 

amenazas, coerción o cobros ilegales. 

Si bien el tipo penal queda definido por la Ley 

General, las entidades federativas conservan 

importantes atribuciones en la prevención, 

investigación y combate operativo de este delito. La 

Ley General establece que la Federación y las 

entidades deberán diseñar e implementar estrategias 

específicas para prevenir y combatir la extorsión, 

atribución que, en el ámbito estatal, corresponde a las 

secretarías responsables de la seguridad pública. 

Por ello, es indispensable adicionar una fracción 

a la Ley Orgánica de la Administración Pública para el 

Estado Libre y Soberano de Morelos para otorgar 

competencia expresa a la Secretaría de Seguridad y 

Protección Ciudadana para diseñar e implementar la 

Estrategia Estatal, en los términos de la normativa 

general en la materia. 

Es necesario destacar que, la reforma 

propuesta incluye disposiciones transitorias que 

garantizan una transición ordenada y respetuosa de 

los principios de legalidad, irretroactividad y aplicación 

retroactiva de la ley más favorable. Los 

procedimientos iniciados antes de la entrada en vigor 

de la Ley General se tramitarán conforme al régimen 

vigente al momento de los hechos, salvo que la nueva 

Ley resulte más benéfica para las personas imputadas 

o sentenciadas. 

Finalmente, no debe pasar desapercibido que la 

presente iniciativa cumple con los parámetros 

dispuestos por el artículo 95, primer párrafo, del 

Reglamento para el Congreso del Estado de Morelos”. 

IV.- VALORACIÓN DE LA INICIATIVA  

Con fundamento en las potestades establecidas 

en el artículo 60 fracción III, de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado de Morelos, correlacionada con 

los artículos 51, 54, 55 y 57 del Reglamento para el 

Congreso del Estado de Morelos, los integrantes de la 

Comisión Legislativa encomendada de este asunto, 

procedimos al estudio y análisis de la iniciativa 

presentada.  
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Del análisis de los antecedentes y del marco 

constitucional aplicable, esta Comisión considera que 

la reforma federal al artículo 73, fracción XXI, inciso a), 

de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, mediante la cual se otorgó al Congreso de 

la Unión la facultad exclusiva para expedir leyes 

generales que establezcan tipos penales y sus 

sanciones en materia de extorsión, obliga a las 

entidades federativas a adecuar su normatividad 

interna a dicho mandato. A partir de su entrada en 

vigor, la definición del tipo penal de extorsión dejó de 

ser una materia concurrente para convertirse en un 

ámbito de regulación exclusivo a nivel federal, razón 

por la cual los tipos penales locales deben ser 

derogados para evitar contradicciones, duplicidades y 

violaciones al principio fundamental de legalidad 

penal. 

Es de destacarse que la Ley General para 

Prevenir, Investigar y Sancionar los Delitos en Materia 

de Extorsión, publicada el 28 de noviembre de 2025, 

prevé una regulación completa del tipo penal básico, 

sus modalidades, agravantes, reglas de investigación 

y lineamientos de coordinación interinstitucional, 

además de establecer un sistema homogéneo para la 

persecución del delito en todo el territorio nacional. La 

dispersión normativa que existía previamente entre las 

entidades federativas generaba notorias dificultades 

operativas, criterios judiciales dispares e incentivos 

para que organizaciones criminales se desplazaran a 

estados con sanciones menos severas, lo que hacía 

indispensable transitar hacia un modelo nacional 

unificado que garantizara una política criminal 

coherente y efectiva. En ese sentido, la iniciativa que 

se estudia se encuentra plenamente alineada con el 

marco constitucional y federal vigente, pues reconoce 

que la materia ha dejado de ser competencia local. 

Actualmente, el Código Penal para el Estado de 

Morelos aún contempla el delito de extorsión en el 

Capítulo IV del Título Cuarto, mediante los artículos 

146, 146 Bis y 146 Ter. Dichos preceptos, al regular 

una conducta que ya se encuentra definida en la Ley 

General, quedaron tácitamente derogadas por 

mandato constitucional y legal. Sin embargo, persiste 

la necesidad técnica de eliminarlos formalmente del 

ordenamiento estatal para depurar el marco jurídico, 

evitar confusiones interpretativas entre operadores del 

sistema penal y asegurar la plena aplicación del tipo 

penal federal de manera uniforme. Su permanencia 

sería incompatible con el principio de jerarquía 

normativa, pues ninguna entidad federativa puede 

mantener tipos penales distintos o complementarios 

en una materia que ha sido expresamente reservada 

al Congreso de la Unión. Como consecuencia, esta 

Comisión coincide con la propuesta de derogar de 

manera expresa el referido capítulo entero, lo cual 

constituye la solución técnicamente correcta. 

Además, resulta pertinente resaltar que los 

transitorios del decreto federal establecen de manera 

inequívoca que toda referencia al delito de extorsión 

contenida en cualquier ley o disposición local deberá 

entenderse hecha al tipo penal contenido en la Ley 

General, y que las entidades federativas deberán 

realizar la armonización normativa correspondiente. 

También se precisa que, en los procedimientos 

iniciados antes de la entrada en vigor de la Ley 

General, deberá aplicarse la legislación más favorable, 

conforme a lo dispuesto por el artículo 14 

constitucional. La iniciativa local incorpora 

correctamente estas reglas de transición mediante 

disposiciones transitorias claras, lo que garantiza 

certeza jurídica tanto para las víctimas como para las 

personas imputadas o sentenciadas. Con ello se 

protege el principio de irretroactividad de la ley penal y 

se respetan los derechos fundamentales involucrados. 

Por otra parte, si bien el tipo penal es ahora de 

carácter federal, las entidades federativas conservan 

atribuciones relevantes en materia de prevención, 

investigación, coordinación institucional y combate 

operativo del delito de extorsión. La Ley General 

establece que cada estado debe diseñar su propia 

estrategia para prevenir y combatir este delito dentro 

del marco de coordinación nacional. En virtud de ello, 

la adición de la fracción XXXII al artículo 37 de la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Estatal es 

necesaria y pertinente, pues otorga una competencia 

expresa a la Secretaría de Seguridad y Protección 

Ciudadana para elaborar e implementar la Estrategia 

Estatal contra la Extorsión. Esta modificación fortalece 

la estructura administrativa del Estado, clarifica las 

facultades institucionales y permite articular la política 

criminal local dentro del Sistema Nacional diseñado 

por la Ley General. Además, se encuentra redactada 

con adecuada técnica legislativa, en armonía con las 

fracciones previas del artículo 37 y sin generar 

contradicciones internas. 

Debe señalarse también el contexto social y de 

seguridad que vive Morelos, donde la extorsión ha 

incrementado significativamente en los últimos años, 

afectando a comerciantes, transportistas, pequeños 

empresarios y familias. La iniciativa reconoce este 

fenómeno y atiende una demanda social prioritaria: 

contar con un marco jurídico claro y coordinado que 

permita combatir la extorsión de manera más efectiva. 

La homologación normativa no sólo es una obligación 

constitucional, sino una medida necesaria para 

garantizar la protección del patrimonio, la libertad, la 

integridad y la tranquilidad de la población. La 

aprobación de esta reforma contribuirá a fortalecer la 

política criminal estatal, mejorar la coordinación con la 

Federación y los municipios, y brindar mayor certeza 

jurídica a las víctimas y operadores del sistema penal. 
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Una vez valorados los elementos 

constitucionales, legales, sociales y técnicos, esta 

Comisión concluye que la iniciativa es procedente y 

debe aprobarse en los términos planteados. No se 

advierten vicios de constitucionalidad, invasión de 

competencias ni afectación a derechos fundamentales; 

por el contrario, se observa una adecuada técnica 

legislativa y una plena concordancia con la Ley 

General y con los principios del sistema jurídico 

nacional. La derogación del capítulo del Código Penal 

y la adición de la facultad orgánica propuesta son 

medidas necesarias, oportunas y jurídicamente 

correctas. 

En mérito de lo expuesto, esta Comisión de 

Puntos Constitucionales y Legislación determina 

dictaminar en sentido positivo la iniciativa presentada, 

y propone al Pleno de la LVI Legislatura la aprobación 

del Decreto por el que se derogan los artículos 146, 

146 Bis y 146 Ter del Código Penal para el Estado de 

Morelos, y se adiciona la fracción XXXII al artículo 37 

de la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Estatal, en los términos expresados en el proyecto 

correspondiente. 

V. IMPACTO PRESUPUESTAL.  

De conformidad con lo previsto en la reforma al 

artículo 43 de la Constitución Local, mediante la 

publicación del Decreto número mil ochocientos treinta 

y nueve, por el que se reforman diversas disposiciones 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de Morelos, en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 

número 5487, el 07 de abril de 2017, en el que se 

estableció que las Comisiones encargadas del estudio 

de las iniciativas, en la elaboración de los dictámenes 

con proyecto de ley o decreto, incluirán la estimación 

sobre el impacto presupuestario del mismo, debe 

estimarse que dicha disposición deviene del contenido 

del artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de 

las Entidades Federativas y los Municipios, que tiene 

como objetivos el incentivar la responsabilidad 

hacendaria y financiera para promover una gestión 

responsable y sostenible de las finanzas públicas y 

fomentar su estabilidad, con política de gasto con 

planeación desde la entrada en vigor de la legislación 

para no ejercer gasto que no se contemple en el 

presupuesto, mediante la contención del crecimiento 

del gasto en servicios personales, consolidando el 

gasto eficiente que limite el crecimiento del gasto de 

nómina.  

Con base en lo antes manifestado, la presente 

comisión dictaminadora, considera que las propuestas 

de adición legal no generan ningún impacto 

presupuestal en las finanzas estatales o municipales.  

VI. CONCLUSIONES 

En mérito de lo anterior y derivado de un 

análisis, investigación y estudio jurídico, así como por 

haber agotado una discusión al interior de esta 

Comisión Legislativa, con fundamento en lo dispuesto 

en los artículos 53, 55, 59 numeral 1 y 60 fracción III, 

todos de la Ley Orgánica; 51, 54, 104 y 106, del 

Reglamento, ambos ordenamientos para el Congreso 

del Estado de Morelos y derivado de la valoración 

tanto en lo general como en lo particular, se aprueba 

en sus términos el dictamen en SENTIDO 

POSITIVO…” 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta 

LVI Legislatura del Congreso del Estado, ha tenido a 

bien expedir el siguiente: 

DECRETO NÚMERO MIL SESENTA Y SEIS 

POR EL QUE SE DEROGAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 

ESTADO DE MORELOS Y SE ADICIONA LA 

FRACCIÓN XXXII AL ARTÍCULO 37 DE LA LEY 

ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

MORELOS 

Se deroga el ARTÍCULO PRIMERO. – 

CAPÍTULO IV “EXTORSIÓN” del TÍTULO CUARTO 

“DELITOS CONTRA LA LIBERTAD Y OTRAS 

GARANTÍAS”, con sus artículos 146, 146 Bis y 146 

Ter, que forman parte del LIBRO SEGUNDO, todos del 

Código Penal para el Estado de Morelos, para quedar 

como sigue:  

CAPÍTULO IV 

(DEROGADO) 

ARTÍCULO 146.- DEROGADO. 

ARTÍCULO 146 BIS.- DEROGADO. 

ARTÍCULO 146 TER.- DEROGADO. 

ARTÍCULO SEGUNDO. – Se reforman las 

fracciones XXX y XXXI y se adiciona la fracción XXXII, 

todo del artículo 37 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública para el Estado Libre y 

Soberano de Morelos, para quedar como sigue: 

Artículo 37. ... 

I. a la XXIX. … 
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XXX. Emitir los mecanismos, programas y 

protocolos necesarios para la atención, orientación, 

canalización, información y protección eficaz y 

oportuna a las personas en situación de víctimas del 

delito y a las pertenecientes a grupos en situación de 

vulnerabilidad;  

XXXI. Supervisar la adecuada implementación 

de lineamientos específicos y estrategias para 

garantizar que la atención de las personas en 

situación de víctimas del delito y las pertenecientes a 

grupos en situación de vulnerabilidad sea brindada 

bajo los enfoques de derechos humanos, psicosocial, 

de género, diferencial y especializado, y 

XXXII. Diseñar, elaborar e implementar, en el 

ámbito de su competencia, la Estrategia Estatal para 

Prevenir y Combatir el Delito de Extorsión, en términos 

de lo dispuesto por los artículos 42 y 43 de la Ley 

General para Prevenir, Investigar y Sancionar los 

Delitos en Materia de Extorsión, reglamentaria de la 

fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA. Remítase el presente Decreto a la 

titular del Poder Ejecutivo para su publicación 

respectiva en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, 

órgano de difusión oficial del Gobierno del estado de 

Morelos, en términos de lo dispuesto por los artículos 

44, 47 y 70, fracción XVII, inciso a), de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberano de Morelos. 

SEGUNDA. El presente Decreto entrará en 

vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico 

Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión oficial del 

Gobierno del estado de Morelos. 

TERCERA. Los procedimientos penales 

iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la 

“Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar los 

Delitos en Materia de Extorsión, reglamentaria de la 

fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos”, con motivo de 

hechos que se hubiesen subsumido en los artículos 

146, 146 BIS y 146 TER del Código Penal para el 

Estado de Morelos, se seguirán tramitando hasta su 

conclusión conforme a las disposiciones vigentes al 

momento de la comisión de los hechos, salvo que la 

aplicación de la Ley General resulte más benéfica para 

la persona imputada o sentenciada, en cuyo caso 

deberá estarse a lo dispuesto por el artículo 14 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

y por los transitorios Segundo y Cuarto del decreto 

federal que expide la citada Ley General. 

CUARTA. A partir de la entrada en vigor del 

presente Decreto, en el ámbito del Estado de Morelos, 

toda referencia normativa al delito de extorsión 

contenida en leyes, reglamentos y demás 

disposiciones locales se entenderá hecha al delito de 

extorsión previsto en la “Ley General para Prevenir, 

Investigar y Sancionar los Delitos en Materia de 

Extorsión, reglamentaria de la fracción XXI del artículo 

73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos”, en términos de lo dispuesto por el 

transitorio Segundo del decreto por el que se expidió 

la citada Ley General.   

QUINTA. Se derogan todas las disposiciones 

jurídicas de igual o menor rango jerárquico normativo 

que se opongan a lo dispuesto en el presente Decreto. 

Poder Legislativo del Estado de Morelos, Sesión 

Ordinaria de Pleno del día cuatro de diciembre de dos 

mil veinticinco. 

Diputadas y diputados integrantes de la Mesa 

Directiva del Congreso del Estado de Morelos. Dip. 

Isaac Pimentel Mejía, presidente. Dip. Nayla Carolina 

Ruiz Rodríguez, en funciones de secretaria. Dip. 

Alberto Sánchez Ortega, secretario. Rúbricas. 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 

se le dé el debido cumplimiento. Dado en la residencia 

del Poder Ejecutivo, Palacio de Gobierno, en la ciudad 

de Cuernavaca, capital del estado de Morelos, a los 

veintitrés días del mes de diciembre del dos mil 

veinticinco. 

“SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN” 

GOBERNADORA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS 

MARGARITA GONZÁLEZ SARAVIA CALDERÓN  

SECRETARIO DE GOBIERNO 

EDGAR ANTONIO MALDONADO CEBALLOS 

RÚBRICAS.
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AVISO 
AL PÚBLICO EN GENERAL 

Se comunica al público en general que para la publicación de documentos en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”,  se deberá cumplir con lo establecido en el Reglamento del Periódico Oficial para el Estado Libre y 
Soberano de Morelos.  

INDICADOR DE PRECIOS: 
De acuerdo al artículo 120 de la Ley General de Hacienda del Estado, los precios a pagar por publicaciones en 

el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, son los siguientes: 
 

REQUISITOS PARA LA INSERCIÓN DE DOCUMENTOS A PUBLICAR PARA EL PODER LEGISLATIVO, 
JUDICIAL Y EJECUTIVO A TRAVES DE SUS DEPENDENCIAS 

 Escrito dirigido al Secretario de Gobierno y Director del Periódico Oficial, solicitando la publicación, con copia 
al Subdirector del Periódico Oficial. 

 Original y copia del documento a publicar en papel membretado, con sello, firma autógrafa y fecha de 
expedición del mismo; sin alteraciones. 

 C.D. o memoria "USB", que contenga la información a publicar en Word. (en caso de requerir la publicación 
con firma autógrafa, agregar sólo la firma). 

 Dictamen de la Comisión de Mejora Regulatoria, o la exención del mismo, conforme al artículo 81 de la Ley 
de Mejora Regulatoria para el Estado de Morelos. (No aplica para el Poder Legislativo y Judicial; así como 
organismos autónomos y particulares). 

 Realizar el pago de derechos de la publicación en el kiosco electrónico, ubicado en Palacio de Gobierno; 
oficina de telégrafos o bancos autorizados. 

 En el caso de Organismos se deberá presentar original o copia certificada del acta en la que se aprobó el 
documento a publicar. 

 El documento original y versión electrónica se deberá presentar en la Secretaría de Gobierno. 
 La copia del documento y el C. D., o memoria "USB", se entregará en las oficinas del Periódico Oficial 

ubicadas en Plaza de Armas S/N, primer piso de la Secretaría de Gobierno, colonia Centro, en Cuernavaca, Morelos, 
C.P. 62000.  

LEY GENERAL DE HACIENDA DEL ESTADO DE MORELOS 
ART. 120 

 
Fracción II.    DEL PERIÓDICO OFICIAL "TIERRA Y LIBERTAD": TARIFA EN 

UMA 
A) VENTA DE EJEMPLARES: 

1. 
SUSCRIPCIÓN SEMESTRAL 
1.1 EDICIÓN IMPRESA 5.50 
1.2 EDICIÓN ELECTRÓNICA 5.50 

2. 
SUSCRIPCIÓN ANUAL: 
2.1 EDICIÓN IMPRESA 10.50 
2.2 EDICIÓN ELECTRÓNICA 10.50 

3. EJEMPLAR DE LA FECHA: 0.15 
4. EJEMPLAR ATRASADO DEL AÑO EN CURSO: 0.30 
5. EJEMPLAR DE AÑOS ANTERIORES: 0.40 

6. 
EJEMPLAR DE EDICIÓN ESPECIAL POR LA PUBLICACIÓN DE 
LEYES O REGLAMENTOS E ÍNDICE ANUAL: 

1.00 

7. EDICIÓN ESPECIAL DE CÓDIGOS: 2.50 
8. PERIÓDICO OFICIAL EN DISCO COMPACTO: 1.00 
9. COLECCIÓN ANUAL: 15.00 

B) 
INSERCIONES: PUBLICACIONES ESPECIALES, EDICTOS, LICITACIONES, 
CONVOCATORIAS, AVISOS Y OTROS QUE SE AUTORICEN: 

1. 

DE LAS ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
FEDERAL, ESTATAL O MUNICIPAL Y AUTORIDADES 
JUDICIALES: 

 

1.1. POR CADA PALABRA Y NO MÁS DE $ 1,030.00 POR PLANA: 0.01 
1.2. POR CADA PLANA: 14.50 

2. 
DE PARTICULARES:  
2.1. POR CADA PALABRA Y NO MÁS DE $1,030.00 POR PLANA: 0.05 
2.2. POR CADA PLANA: 14.50 
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EN EL CASO DE AYUNTAMIENTOS: 

 Escrito dirigido al Secretario de Gobierno y Director del Periódico Oficial, 

solicitando la publicación, con copia de conocimiento al Subdirector del Periódico Oficial. 

 Original y copia del documento a publicar en papel membretado, con sello, firma autógrafa y fecha de 

expedición del mismo; sin alteraciones. 

 C.D. o memoria "USB", que contenga la información a publicar en Word. (en caso de requerir la publicación 

con firma autógrafa, agregar sólo la firma). 

 Acta de Cabildo de fecha correspondiente a la aprobación del documento a publicar, debidamente certificada. 

 Dictamen de la Comisión de Mejora Regulatoria, o la exención del mismo, conforme al artículo 81 de la Ley 

de Mejora Regulatoria para el Estado de Morelos. 

 Realizar el pago de derechos de la publicación. 

 El documento original deberá presentarse en la Secretaría de Gobierno. 

 La copia del documento y el C. D., o memoria "USB", se entregará en las oficinas del Periódico Oficial 

ubicadas en Plaza de Armas S/N, primer piso de la Secretaría de Gobierno, colonia Centro, en Cuernavaca, Morelos, 

C.P. 62000. 

 Original o copia certificada del acta de Cabildo debidamente firmada. 

TRÁMITES DE PARTICULARES: 

 Escrito dirigido al Secretario de Gobierno y Director del Periódico Oficial, solicitando la publicación, con copia 

de conocimiento al Subdirector del Periódico Oficial. 

 Original y copia del documento a publicar en papel membretado, con sello, firma autógrafa y fecha de 

expedición del mismo; sin alteraciones. 

 C.D., o memoria "USB", que contenga la información a publicar en Word. (en caso de requerir la publicación 

con firma autógrafa, agregar sólo la firma). 

 Realizar el pago de derechos de la publicación. 

 El documento original deberá presentarse en la Secretaría de Gobierno. 

 La copia del documento y el C.D., o memoria "USB", se entregará en las oficinas del Periódico Oficial 

ubicadas en Plaza de Armas s/n, primer piso, Secretaría de Gobierno, colonia Centro, en Cuernavaca, Morelos, C.P. 

62000. 

MEDIO DE INFORMACIÓN: 

Teléfono para dudas sobre el trámite de publicación: 3-29-22-00, Ext. 1353. 

LAS PUBLICACIONES SE PROGRAMARÁN DE LA SIGUIENTE MANERA: 

Para la publicación en la edición ordinaria de cada miércoles de aquellos documentos que cumplan los 

requisitos establecidos, se deberán recibir a más tardar el día viernes de la semana anterior, debiendo acreditar su 

pago a más tardar el día lunes de la semana en la que se deberá realizar la publicación. 
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